[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
9

INFORME No. 85/12

PETICIÓN 381-03

ADMISIBILIDAD

S. Y otras
ECUADOR 

8 de noviembre de 2012

I. RESUMEN

1. El 22 de mayo de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por la señora María Gloria Cicero Secades en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “el Estado ecuatoriano”) por no haber decidido de forma oportuna una solicitud de restitución internacional a favor de su nieto, el niño S. (en adelante “la presunta víctima”)
, ni haber tomado las medidas para hacer cumplir las posteriores resoluciones judiciales de los jueces ecuatorianos que declararon con lugar dicha restitución, teniendo en cuenta que para el momento de los hechos, la presunta víctima era menor de edad, y que como consecuencia de no haber procedido a su restitución de forma oportuna, se habrían visto afectados sus derechos a la integridad personal y a la familia. Posteriormente, la señora Marta Rodríguez Cicero, madre de la presunta víctima, se constituyó como peticionaria ante la CIDH.
2. La peticionaria sostiene que el Estado es responsable por la violación de los artículos 5, 17, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con su artículo 1.1. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible debido a la falta de caracterización de violaciones a los derechos establecidos en la Convención Americana, y que la Comisión no puede actuar como un tribunal de alzada para revisar decisiones sobre un asunto relativo a la aplicación de normas de derecho internacional privado, circunstancia que excluye además la competencia de la CIDH para conocer del caso. 

3. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 17.1, 19 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1. Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 381/03. Tras efectuar un análisis preliminar, el 9 de junio de 2005, la CIDH transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición para que presentara sus observaciones. El 11 de agosto de 2005, el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada por la Comisión. El 12 de septiembre de 2005, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones. 
5. El 13 de abril de 2009, la CIDH solicitó a las partes remitir información actualizada sobre el asunto. El 9 de septiembre de 2009, el Estado solicitó a la Comisión remitir copia del expediente, la cual fue enviada en fecha 11 de septiembre de 2009. El Estado presentó su respuesta el 22 de octubre de 2009, la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones. El 4 de noviembre de 2009, el Estado presentó información adicional la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones. La peticionaria presentó su respuesta el 2 de febrero de 2010, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El Estado presentó su respuesta mediante escrito de fecha 9 de abril de 2010, el cual fue trasladado a la peticionaria para sus observaciones. La peticionaria presentó su respuesta el 2 de junio de 2010, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El 13 de julio de 2010, el Estado presentó su respuesta la cual fue trasladada a la peticionaria para su conocimiento. 
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de la peticionaria
6. De acuerdo a la petición, S. es hijo de Marta Rodríguez Cicero, de nacionalidad española, y su padre es de nacionalidad ecuatoriana. Se indica que el 7 de septiembre de 2001, la autoridad competente en España, aprobó el “convenio regulador de la separación de mutuo acuerdo” de los padres de S., otorgando la custodia del niño a su madre y estableciendo un “derecho de visitas” para su padre. Alega que, a pesar de que en dicha decisión se había establecido España como el domicilio del niño y su prohibición de salida de dicho país
, en octubre de 2002 -cuando S. tenía seis años-, “después de hacer uso del día de visitas”, su padre lo trasladó a Ecuador para que permaneciera con él. 

7. La peticionaria indica que por este hecho, presentó ante la “Autoridad Central española”, una solicitud de restitución a favor de S. para que éste fuera regresado a España y, posteriormente, el Ministerio de Justicia Español, procedió a tramitar la solicitud de restitución del niño ante la “Autoridad Central ecuatoriana”, con base a lo establecido en el “Convenio de La Haya sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de 1980” (en adelante “el Convenio de La Haya”)
. Señala que el 16 de enero de 2003, la Corte Nacional de Menores de Ecuador admitió la solicitud y ofició al Presidente del Tribunal de Menores del Guayas No. 1 para que tramitara el pedido de restitución. 

8. Alega que las autoridades ecuatorianas pudieron constatar desde un primer momento, que ya existía una decisión firme que había otorgado la custodia del niño a su madre, por lo que debían proceder a disponer las medidas necesarias para hacer cumplir la solicitud de restitución, dando cumplimiento a los plazos establecidos en el Convenio de La Haya para tal fin. No obstante, sostiene que fue iniciado un proceso judicial a nivel interno con un objeto distinto al que correspondía, ya que, en razón de una solicitud presentada por el padre del niño para que se revocaran los términos del “convenio regulador” decidido en España, las autoridades judiciales habrían entrado a conocer sobre el “fondo del asunto” relacionado con la guarda y custodia del niño, sin tomar medidas para revertir la sustracción ilícita cometida. 

9. Sostiene que durante el trámite del proceso, el padre del niño recusó en varias oportunidades a los jueces que conocían la causa, logrando de esta forma que el mismo se extendiera indebidamente antes de llegar a una decisión definitiva, dilaciones que alega habrían ocurrido sin que las autoridades judiciales tuvieran en cuenta las particularidades del caso y la celeridad con la que el mismo debía ser resuelto, a la luz del principio del interés superior del niño
. 

10. Sobre las etapas del proceso judicial, señala que el 17 de febrero de 2004, el Juez Segundo de la Niñez y Adolescencia de Guayaquil, dando cumplimiento a las disposiciones del Convenio de La Haya, dispuso notificar al padre del niño “para que en el término de diez días proced[iera] a restituir al menor […] a la ciudad de Vigo, España”. Alega que las autoridades ecuatorianas no habrían dispuesto las medidas necesarias para dar cumplimiento con dicha resolución
 y que, por el contrario, fue tramitado un “recurso de hecho” presentado por el padre de S., en virtud de lo cual la Primera Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Superior de Justicia de Guayaquil, mediante decisión de 5 de mayo de 2004, declaró la nulidad de todo lo actuado hasta ese momento y se ordenó la devolución del proceso al juzgado inferior. Indica que el 18 de agosto de 2004, se dictó una segunda decisión que declaró con lugar la demanda de restitución, por parte del Juzgado Tercero de Niñez y Adolescencia de Guayas, y que ordenó la “restitución inmediata” del niño a España, para lo cual dispuso que se oficiara a las autoridades competentes para la localización del niño y gestionar su traslado a España, en coordinación con las autoridades de ese país. 

11. Sostiene que a pesar de esta última decisión, las autoridades ecuatorianas continuaron sin tomar medida alguna para asegurar su cumplimiento, por lo que dicho fallo habría quedado sin ser ejecutado. Aduce que, desde su salida de España, el niño permaneció con su padre aproximadamente por seis años, tiempo durante el cual habría vivido en una “situación de abandono”, sin haber recibido el cuidado adecuado que requería, especialmente en lo relativo a su salud
. En ese sentido, alega que se habría causado un perjuicio a la integridad física y psicológica de la presunta víctima, y que esta afectación habría tenido lugar porque el Estado no actuó con la debida diligencia para garantizar que el niño fuera devuelto a su residencia habitual con su madre, en cumplimiento de una decisión emitida por las propias autoridades ecuatorianas. Sostiene además que, por las irregularidades cometidas durante el referido proceso de restitución que no llegó a cumplirse, no se habría iniciado investigación alguna en Ecuador. 

12. Finalmente, aclara que S. permaneció en Ecuador hasta diciembre de 2008, cuando “salió voluntariamente del domicilio de su abuela” y fue trasladado a España donde se encuentra actualmente viviendo con su madre
. Agrega que el 27 de mayo de 2010, el Juzgado de Primera Instancia No. 5 de Vigo, España suspendió el régimen de visitas establecido en el convenio regulador de septiembre de 2001. Destaca que esta decisión habría tenido en cuenta la declaración realizada por S. ante dicho Juzgado, manifestando su deseo de no “tener contacto con su padre”. 

B.
Posición del Estado
13. En respuesta al reclamo, el Estado sostiene que éste debe ser declarado inadmisible ya que los hechos descritos, no caracterizan una posible violación a las obligaciones contraídas por Ecuador con base a lo establecido en la Convención Americana. 
14. Alega que se trata de un tema de “carácter privado y familiar” relacionado con una “controversia existente entre los padres del menor” sobre la custodia de éste, asunto que, dadas las particularidades del caso, debe ser resuelto conforme a lo establecido en las normas de Derecho Internacional Privado. En ese sentido, alega que la Comisión no tendría competencia para entrar a conocer sobre el fondo del proceso iniciado con arreglo a las disposiciones del Convenio aplicable sobre la restitución internacional de menores. Asimismo sostiene que, bajo la fórmula de la cuarta instancia, la CIDH no puede actuar como un tribunal de alzada para cuestionar las decisiones adoptadas a nivel interno en relación con la ejecución de la orden dictada por las autoridades españolas para que la presunta víctima fuera regresada con su madre a España. 

15. Aduce que en todo caso se plantearía una posible violación a la Convención en relación con la actuación de las autoridades ecuatorianas para “tramitar y decidir” sobre la orden de restitución internacional del menor, presentada por España. Al respecto, sostiene que el proceso iniciado a nivel interno se llevó a cabo con el respeto a las garantías del debido proceso. Alega que las posibles dilaciones ocurridas durante dicho proceso, no le son imputables a los jueces internos, sino a las distintas acciones presentadas por el padre del niño, que debieron ser en su momento resueltas por los órganos jurisdiccionales competentes y que habrían alargado su duración. 

16. Alega que debe tenerse en cuenta por una parte que, cuando el niño fue trasladado por su padre a Ecuador en el año 2002, éste habría cometido una “infracción al régimen de visitas” previamente establecido; y por la otra que conforme a la información remitida por la oficina de INTERPOL en España a las autoridades ecuatorianas, a principios del año 2009, la presunta víctima se encontraría desde diciembre de 2008 con su madre en ese país, traslado que destaca, habría ocurrido sin que las autoridades ecuatorianas hubiesen terminado de resolver el asunto
. En ese sentido sostiene que la posible “inestabilidad física y psicológica” de la presunta víctima, se debe a la forma en cómo sus padres han actuado al margen del ordenamiento jurídico, sin considerar el interés superior del niño, concepto que por el contrario, si fue tomado en cuenta por las autoridades judiciales que conocieron del asunto, velando por el respeto y garantía de sus derechos. 
17. En vista de los argumentos anteriores el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición de referencia.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
18. La peticionaria se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, presuntamente presente en el país desde el año 2002 hasta diciembre de 2008, y respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

19. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto las obligaciones de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

20. En el reclamo bajo estudio, el Estado alega la falta de competencia ratione materiae de la Comisión, indicando que el asunto se refiere a la interpretación y aplicación de las normas de derecho internacional privado sobre restitución internacional de menores, específicamente recogidas por el Convenio de La Haya. En ese sentido, aduce que con base a lo establecido en el artículo 33 de la Convención Americana, la CIDH no podría pronunciarse sobre un presunto incumplimiento de las obligaciones adquiridas por el Estado en el marco del referido Convenio internacional, pues su competencia se limita únicamente a la facultad establecida en la Convención Americana para conocer de presuntas violaciones a los derechos establecidos en dicho instrumento. 

21. Al respecto, la Comisión observa que en el asunto bajo estudio se alegan violaciones a derechos contenidos en la Convención Americana presuntamente cometidas con ocasión de un procedimiento judicial, adelantado ante las autoridades ecuatorianas en aplicación de la Convención de La Haya, instrumento ratificado por Ecuador y parte integrante de su legislación interna. La Comisión considera que si bien este instrumento internacional habría sido la base principal de la disputa entre las partes ante los tribunales locales, en la presente petición ante el Sistema Interamericano, la Comisión tiene competencia ratione materiae para conocer los reclamos relacionados con presuntas afectaciones a derechos contenidos en la Convención Americana, específicamente los que se indican en la sección de caracterización del presente informe (ver Infra B.4). 

22. Lo anterior, sin perjuicio de que en el análisis de si el Estado ecuatoriano incurrió en responsabilidad internacional bajo la Convención Americana, la CIDH tome en consideración otros instrumentos que hacen parte del corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes. Asimismo, teniendo en cuenta las características particulares del presente caso, la Comisión podrá tomar en cuenta las especificidades del procedimiento judicial respectivo, a la luz de la normativa internacional o interna relevante. 
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

23. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alga han sido violados (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
24. Corresponde en primer término aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso. La Comisión recuerda que el artículo 46.1.a) de la Convención solamente requiere que se agoten los recursos internos que están relacionados con los alegatos sobre violaciones de la Convención, y al mismo tiempo, estos recursos deben ser adecuados, es decir, que puedan proporcionar un remedio efectivo y suficiente a tales violaciones. En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Por ello, no es necesario agotar aquellos recursos que, aunque teóricamente por su naturaleza constituyen remedios, no ofrecen ninguna posibilidad para remediar las violaciones alegadas
. 
25. Al respecto, la CIDH observa que para la fecha de presentación de la petición, la peticionaria alegó que existía un retardo injustificado en el procedimiento judicial por la demanda de restitución, específicamente porque a pesar de la orden emitida por la Corte Nacional de Menores el 16 de enero de 2003, no se procedía a emitir la orden judicial de restituir a S. a España, por lo que se habría desconocido el carácter de “urgencia” y los plazos exigidos por el Convenio de La Haya para tramitar este tipo de solicitudes. Por su parte, el Estado alegó que no se configuraba un retardo injustificado ya que las posibles demoras ocurridas en el curso del proceso, no eran atribuibles a los jueces nacionales sino a la “actividad del [padre del niño, posiblemente] tendiente a dilatar el proceso”. Posteriormente, la peticionaria indicó que el proceso judicial devino en la decisión de 18 de agosto de 2004, del Juzgado Tercero de Niñez y Adolescencia de Guayas, que ordenó la restitución inmediata de S. a España. El Estado no ha controvertido esta información y tampoco ha alegado que ante esta decisión, existan otros recursos disponibles que, por su naturaleza y eficacia, requieran ser agotados. 
26. Conforme ha sido establecido en otras oportunidades, la situación que debe tenerse en cuenta para establecer si se han agotado los recursos de la jurisdicción interna es aquella existente al decidir sobre la admisibilidad, puesto que el momento de la presentación de la denuncia y el del pronunciamiento sobre admisibilidad son distintos
. Con base en estas consideraciones, la CIDH considera que la decisión del Juzgado Tercero de Niñez y Adolescencia de Guayas de 18 de agosto de 2004, es la que habría resuelto de forma definitiva el proceso por el pedido de restitución internacional a favor de S. En ese sentido, dadas las características del presente caso, la Comisión concluye que mediante la referida decisión se agotaron los recursos internos, dando cumplimiento con el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención. 

2. Plazo de presentación de la petición

27. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulta admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.
28. La petición fue recibida el 22 de mayo de 2003 y en este caso, la Comisión ha determinado que si bien para el momento en que fue presentada los recursos estaban en trámite, el proceso judicial relativo al pedido de restitución internacional a favor de S., fue posteriormente resuelto mediante la decisión de 18 de agosto de 2004 del Juzgado Tercero de Niñez y Adolescencia de Guayas. Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación. 
3. Duplicación de procedimiento internacional

29. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana. Por lo tanto, la CIDH concluye que no le son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

30. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 
31. En la presente etapa, no corresponde determinar si se produjeron o no los hechos que se alegan como violatorios de la Convención Americana, sino que corresponde a la CIDH realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado en la Convención Americana. Se trata de un análisis de carácter sumario que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo del asunto
. 
32. En la presente petición, la peticionaria sostiene que el Estado ecuatoriano vulneró el derecho de las presuntas víctimas a las garantías judiciales y a la protección judicial debido al alegado retardo injustificado en el procedimiento de restitución internacional a favor del niño S, así como la falta de medidas necesarias para hacer cumplir las posteriores resoluciones judiciales de los jueces ecuatorianos que declararon con lugar dicha restitución. Sostiene que debido a la actuación de las autoridades ecuatorianas, el niño S. permaneció alejado de su madre y su abuela, quienes constituían su núcleo familiar. El Estado, por su parte, sostiene que el reclamo no expone hechos que tiendan a caracterizar violaciones a derechos consagrados en la Convención, pues se refiere a un asunto de carácter privado, que fue decidido a nivel interno con apego a las normas del debido proceso y que excluye la competencia de la CIDH por tratarse de la aplicación de normas de derecho internacional privado. 
33. Con respecto a este alegato, la CIDH reitera que en la presente petición se plantean reclamos relacionados con la alegada actuación del Estado ecuatoriano en el marco de un procedimiento judicial, que habría causado presuntas afectaciones a derechos contenidos en la Convención Americana, señalados en la presente sección de caracterización, y que podrán ser analizados por la CIDH teniendo en cuenta la normativa internacional relevante (ver supra IV.A sobre competencia ratione materiae).  
34. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que los alegatos de la peticionaria, de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en perjuicio de las señoras Marta Rodríguez Cicero y María Gloria Cicero Secades, y del niño S. De igual forma, la Comisión examinará los hechos alegados a la luz del artículo 19 de la Convención Americana, específicamente en cuanto al deber especial de protección que tienen los Estados, conforme al principio de interés superior del niño y el corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes. La Comisión también considerará en la etapa de fondo, la posible violación del derecho a la vida familiar de las presuntas víctimas, protegido por el artículo 17.1 de la Convención Americana.
35. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos de este reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47. b. y c. de la Convención Americana.  
V.
CONCLUSIONES
36. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por la peticionaria sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 17.1, 19 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 del mismo instrumento. 
37. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los 5, 8, 17.1, 19 y 25 en conexión con el artículo 1(1) de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a la peticionaria.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente (voto razonado); Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz (voto razonado), y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
VOTO RAZONADO CONJUNTO DE LOS COMISIONADOS JOSÉ DE JESÚS OROZCO HENRĺQUEZ Y ROSA MARÍA ORTIZ SOBRE EL ANÁLISIS DE CARACTERIZACIÓN CONTENIDO EN EL INFORME DE ADMISIBILIDAD No. 85/12 (S. Y OTRAS)
De conformidad con el artículo 19 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y dentro del plazo previsto en dicha norma, mediante el presente voto razonado me permito expresar mi opinión sobre el informe de admisibilidad aprobado en el 146 período ordinario de sesiones respecto de la petición 381-03 - S. y otras en relación con el Estado de Ecuador. 

Tal como la Comisión indica en sus informes de admisibilidad:

Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  

En mi opinión, en el ejercicio de dicha facultad, es relevante que la Comisión Interamericana invoque aquellas disposiciones convencionales pueden resultar relevantes para la decisión del fondo del caso y, consecuentemente, permitirán un análisis completo del derecho convencional aplicable. 

En ese sentido, considero que en el análisis relacionado con la caracterización de los hechos alegados, específicamente en el párrafo 15 del informe de admisibilidad y, consecuentemente, en la conclusión contenida en el párrafo 17 y el punto resolutivo número 1, se debió incorporar el derecho establecido en el artículo 11 de la Convención Americana. 

Sin prejuzgar sobre el análisis de fondo, considero que dicha norma no se limita a la prohibición de interferencias en la vida privada y familiar por parte de agentes estatales directamente. De conformidad con el deber de garantía establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana, los Estados asumen también una obligación de responder frente a las injerencias que cometan terceros particulares en la vida privada y familiar. En ese sentido, una alegada omisión por parte de las autoridades competentes en responder adecuadamente a un acto de un particular que afecta la vida familiar, podría ser analizada a la luz del deber de garantía del derecho establecido en el artículo 11 de la Convención Americana. 

De esta manera, en mi opinión, el análisis de fondo del presente caso podría verse complementado con el examen de esta norma, conjuntamente con el derecho establecido en el artículo 17 de la Convención Americana. 

� La Comisión mantiene en reserva el nombre del niño por tratarse de un menor de 18 años. 


� Aclara que la prohibición de salida del país del niño, se habría dictado teniendo en cuenta que en ocasiones anteriores el padre del niño, habría intentado trasladarlo fuera de España. 


� De acuerdo a la documentación aportada por la peticionaria, dicha solicitud se habría presentado ante la Autoridad Central de Ecuador, el 8 de enero de 2003. 


� Destaca que durante el tiempo que el niño permanecía en Ecuador sin que la orden de restitución fuera ejecutada, a pedido de la señora Marta Rodríguez, las autoridades españolas se dirigieron en varias ocasiones a las autoridades ecuatorianas, manifestando su preocupación por la demora con la que se estaba tramitando el asunto en Ecuador. Agregan que el Ministerio de Justicia Español informó a la Oficina Permanente de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, sobre “el incumplimiento por parte de las autoridades ecuatorianas de la orden de restitución”, y que este organismo se dirigió al Presidente de la Corte Nacional de Menores de Ecuador, en mayo de 2003, solicitándole información al respecto y las razones de la alegada demora en su tramitación. Al respecto, alegan que ninguno de estos requerimientos habría sido contestado. 


� Indica que si bien el 8 de marzo de 2004, dos agentes de la INTERPOL de Quito habrían conseguido trasladar a S. a un “centro de menores” para dar cumplimiento a la referida decisión, no se habría emitido la orden judicial correspondiente para proceder a la “ejecución” del pedido de restitución, por lo que ese mismo día, el niño habría sido devuelto con su padre. 


� Sostiene que, a través de conversaciones telefónicas esporádicas que sostenía con su hijo, éste le manifestaba que no “se sentía querido” por las personas con las que vivía, que no recibía una alimentación adecuada y que habría recibido tratos vejatorios por parte de su padre y otros miembros de su familia paterna. Asimismo, destaca que el niño presentaba una “deformidad claramente visible en ambos pies”, que por no haber sido tratada a tiempo, habría retrasado su crecimiento e impedía que pudiese caminar correctamente.


� Indica que desde su regreso a España, el niño ha tenido que ser sometido a diversos tratamientos médicos y psicológicos.


� El Estado indica que por este hecho el padre del niño presentó una denuncia ante las autoridades ecuatorianas, en virtud de lo cual se abrió una investigación que se encontraría en la “fase de indagación previa” a cargo de la Fiscalía Primera de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar del Guayas. 


� Corte IDH Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987 párr.  63, 64 y 88.


� CIDH, Informe Nº. 52/00, Trabajadores cesados del Congreso, 15 de junio de 2000, párr. 21.


� Ver: CIDH, Informe No, 173/11, Petición 897-04, Alejandro Daniel Esteve e hijos, Brasil, 2 de noviembre de 2011, párr. 43.
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